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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional.. com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Julio Die­
go González Campos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don
Tomás S. Vives Antón, Magistrados. ha pronunciado

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Javier Sebas-
tián Redo Banzo. .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a veintisiete de enero de mil nove­
cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal y Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.~Firmados y
ru bricados.

Sala Segunda. Sentencia 12/1997, de 27
de enero de 1997. Recurso de amparo
2.870/1994. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Alicante, en procedimiento espe­
cial de jura de cuentas. Supuesta vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: inter­
pretación de los arts. 8 V 12 LE C. no lesiva
del derecho.
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ceso penal de compleja tramitación técnica. aparecería
justificada en orden a la preservación de la última ratio
del propio derecho de defensa (art. 24.2 CE).. tal como
estudian las SSTC 196/1987 Y37/1988. En el supuesto
de autos y en el trámite procesal de escrito de defensa.
con la respuesta a un escrito de calificación acusadora.
amén de la articulación de las pruebas a practicar antes
y/o durante la vista oral cuya complejidad. que aumenta
al enfrentarse a una representación tan cualificada téc­
nicamente como la del Ministerio Fiscal. se deriva de
la mera lectura del arto 794 L.E.Crim. que rige tal acto
procesal. Pretender que la mera autodefensa puede
cubrir ese panorama procesal complejo es algo que debe
negarse radicalmente. pues quedaría gravemente com­
prometido el derecho subjetivo de la defensa (art. 24.2
C.E.) en su última ratio. A juicio del Ministerio Fiscal,
y aún reconociendo las dificultades intrínsecas a su
estructuración, la cobertura de ese derecho fundamental
quedaría plenamente garantizada si no se excluyera la
posibilidad de compatibilizar el derecho a autodefender­
se junto con la debida asistencia y representación técnica
con Letrado y Procurador.

Esta afirmación de conveniencia de compatibilidad
entre la autodefensa y la asistencia letrada, procede en
el caso de autos en atención además a las circunstancias
del tema subyacente del delito debatido, la objeción de
conciencia. que como afirma la demanda de amparo
es por su naturaleza tan subjetiva y personal amén de
sus implicaciones políticas que no pueden negarse. En
definitiva, concluye el Fiscal ante el Tribunal Constitu­
cional interesando se estime el recurso de amparo y
se reconozca el derecho del recurrente a defenderse
a sí mismo y a interrogar por sí a los testigos, siendo
asistido en todo momento por Letrado y Procurador, de
su elección o de oficio.

9. Por providencia de 23 de enero de 1997. se seña­
ló para deliberación y votaciéln de la presente Sentencia,
el día 27 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Único. La cuestión planteada en el presente recurso
de amparo consiste en determinar si el Auto dictado
por la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Castellón el 21 de julio de 1993. resolviendo el recurso
de queja interpuesto contra Auto del Juzgado de Ins­
trucción núm. 1 de Castellón de 21 de septiembre
de 1992, por el que se desestimó el recurso de reforma
interpuesto contra el anterior Auto de fecha 3 de julio
de 1992, que acordó no autorizar al actor a ejercitar
por sí mismo su defensa en el procedimiento abrevia­
do 36/92 seguido por un presunto delito relativo a la
objeción de conciencia a realizar el servicio militar. ha
vulnerado el arto 24.2 C.E.

Concretado en tales términos, el presente proceso
de amparo resulta en todo similar ~por su objeto, por
las alegaciones de las partes y por el derecho funda­
mental invocado- a la STC. 29/1995, cuya doctrina es
de entera aplicación al caso que ahora nos ocupa, sin
que concurra ninguna circunstancia que obligue a modi­
ficar la fundamentación en ella contenida y la decisión
allí alcan¡:ada a la que nos remitimos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORlOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.870/94, promovido
por don Manuel Calvo Sebastiá, r'8presentado por el Pro­
curador don Carlos Ibañez de la Cadiniere y asistido por
el Letrado señor Muñoz lafrilla contra el Auto dictado
por la Sección Quinta de lo Civil de la Al:ldiencia Provincial
de Alicante. en procedimiento especial de jura de cuen­
tas,el 9 de julio de 1994. Han intervenido la Procuradora
doña Blanca Berriatúa Harta, en nombre y representación
de don Isidro Sema Muñoz, y el Ministerio Fiscal. siendo
Ponente el Magistrado .don José Gabaldón López. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene~

ral de este Tribunal el 4 de agosto de 1994. se interpuso
el recurso de amparo de referencia contra el Auto de
9 de julio de 1994, dictado en procedimiento de jura
de cuentas.

2. Los hechos que dan lugar a la presente demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Don Isidro Serna Muñoz, en su condición de Abo­
gado, concertó en el año 1981. con el Banco Central.
un contrato de colaboración profesional o de arrenda­
miento de servicios profesionales, por virtud del cual
se hacía cargo de los asuntos jurídicos de ese Banco
en la zona de Alicante. en lo sucesivo. y por plazo inde­
finido. y a cambio el Banco retribuiría su prestación pro­
fesional con una cantidad fija anual. dividida en doce
mensualidades. Respecto de los supuestos en que hubie­
ra condena en costas, el Letrado percibiría sus honorarios
de la parte condenada a su pago conforme a las normas
colegiales oportunas.
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b) El Letrado señor Serna Muñoz en virtud de la
mencionada relación contractual asumió la defensa del

•Banco Central en el juicio declarativo de menor cuan­
tía 653/89 promovido por aquél y en el que la repre­
sentación la ostentaba el Procurador don Manuel Calvo
Sebastiá. En dicho proceso el Letrado promovió proce­
dimientode jura de cuentas contra el Procurador por
las cantidades que entendía le eran debidas en el citado
juicio declarativo de menor cuantía. ;

c) Por providencia de 20 de mayo de 1992 el Juz­
gado acordó requerir al Procurador demandado para el
pago de los honorarios recurridos. Contra esta providen­
cia interpuso aquél recurso de reposición que fue resuel­
to por Auto de 27 de julio de 1992 que declaró no
haber lugar a la reposición de la providencia recurrida.

d) Contra este Auto se interpuso recurso de ape­
lación (rollo 1.321 c/92) que fue desestimado por el
Auto de 9 de julio de 1994 de la Sección Quinta de
la Audiencia Provincial de Alicante que ahora se recurre.

3. La demanda denuncia la vulneración por el Auto
recurrido del arto 24 C.E., por haber infringido los dere­
chosa utilizar los medios de prueba pertinentes para
la defensa, a un proceso con todas las garantías, a la
defensa y a obtener la tutela judicial efectiva.

El recurrente en amparo entiende. con apoyo en.la
doctrina de la STC 110/1993. que los órganos judiciales
han vulnerado las garantías procesales que protege
el arto 24 C.E., pues en el procedimiento civil de jura
de cuentas el Procurador ahora demandante de amparo
opuso, frente al requerimiento de pago acordado por
el Juzgado en atención a la reclamación del Letrado
actor con apoyo en el arto 12 L.E.C.. que los honorarios
reclamados eran indebidos (por estar ya pagados
mediante la retribución mensual pactada en su día con
el Banco Central). a lo que la Audiencia responde para
desestimar esta causa de oposición que en el art. 12
L.E.C. sólo es posible formular oposición impugnando
los honorarios por excesivos. quedando fuera de este
concepto el de honorarios indebidos.

Asimismo. también entiende la parte recurrente en
amparo que hubo violación del art. 24 C.E. por la Audien­
cia por no abrir un trámite contradictorio (a sustanciar
por los incidentes. con apoyo en el art. 429 L.E.C.). en
el que las partes hubieran podido acreditar y discutir
la excepción de pago alegada, por ser inoebidos los hono­
rarios re'clamados.

4. La Sección Tercera. por providencia de 4 de abril
de 1995, acordó admitir a trámite la demanda de ampa­
ro, así como en aplicación de lo dispuesto en el arto
51 de la LOTC, dirigir comunicación a la Sección Quinta
de la Audiencia Provincial de Alicante, a fin de que, en
plazo que no excediera de diez días. remitiera certifi­
cación o fotocopia adverada de las actuaciones corres­
pondientes al rollo de apelación núm. 1.321/92, en el
que recayó Auto el 9 de julio de 1994.

También acordó dirigir comunicación al Juzgado de
Primera Instancia núm. 3 de Alicante a fin de que. en
plazo que no excediera de diez días, remitiera certifi­
cación o fotocopia adverada de las actuaciones corres­
pondientes al incidente de jura de cuenta tramitado en
los autos de menor cuantía núm. 653/89, en el que
recayó providencia de 20 de mayo de 1992 y Auto de
27 de julio de ese mismo año. Así como emplazar pre­
viamente. para que en el plazo de diez días pudieran
compar'ecer. si lo deseaban. en el recurso de amparo
y defender sus derechos. a quienes hubieran sido parte
en el procedimiento, excepto el recurrente en amparo.
haciendo constar en dicho emplazamiento la exclusióp
de quienes quisieran coadyuvar con el recurrente ofor­
mular cualquier impugnación y les hubiera ya transcurri-

do el plazo que la Ley Orgánica de este Tribunal establece
para recu rri r.

5. La Sección Tercera. por providencia de 4 de abril
de 1995. acordó formar pieza para la tramitación del
incidente sobre suspensión y conforme determina el arto
57 de la Ley Orgánica de este Tribunal. conceder un
plazo común de tres días a la parte recurrente y al Minis­
terio F.iscal para que alegasen lo que estimaren perti­
nente sobre dicha suspensión. Por Auto de 22 de mayo
de 1995 se acordó no haber lugar a la suspensión
solicitada.

6. La misma Sección. por providencia de 12 de junio
de 1995. acordó tener por personada y parte en el pro­
cedimiento a la Procuradora doña Blanca Berriatúa Horta,
en nombre y representación de don Isidro Serna Muñoz,
acordándose entender con ella las sucesivas actuacio­
nes, y dar vista de las actuaciones recibidas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común de
veinte días, dentro de los cuales podrían presentar las
alegaciones que estimaran pertinentes. conforme deter­
mina el art. 52.1 de la Ley Orgánica del Tríbunal Cons­
titucional.

7. Por escrito presentado en este Tribunal el 27 de
junio de 1995 doña Blanca Berriatúa Horta. Procuradora
de los Tribunales, en nombre y representación de don
Isidro Serna Muñoz interesa que se deniegue el amparo.

Alega que el apartado primero de los antecedentes
del escrito de recurso es completamente falso pues el
Letrado a que representa nunca aceptó la~ condiciones'
de trabajo contenidas en la copia de carta que se aporta
por la parte recurrente en amparo como documento
núm. 1. Manifiesta que la carta del Banco de 25 de
marzo de 1981. que el Letrado aceptó. contenía la retri­
bución fija de 15.000 pesetas al mes por la asesoría
consultiva. cantidad pequeña en relación con la consi­
derable actividad profesional diaria. pero que se encon­
traba compensada por la retribución del servicio con­
tencioso.

Manifiesta también que el Banco nunca ha discutido
al Letrado en juicio declarativo su derecho a percibir
honorarios en los procedimientos en que intervino.
haciéndolo por el contrario en todos los procedimientos
de jura de cuentas. Cuando presentó a trámite el juicio
ordinario declarativo que menciona en su escrito. no
sometió a debate la aludida cuestión.

Entiende que el presente recurso de amparo se ha
formulado prematuramente habida cuenta que es trá­
mite esencial del procedimiento de jura de cuentas de
Letrado o Procurador, el establecido por el art. 8. párra­
fo 3.°. de la L.E.C., que posibilita la continuación del
debate en aquellos casos en que el litigante que hubiera
verificado el pago considerase oportuno oponer argu­
mentos de fondo en cuanto a su obligación de soportar
total o parcialmente la aludida carga procesal.

Por último. manifiesta que si se aceptara la tesis que
mantiene la parte recurrente desaparecería el procedi­
miento de la jura de cuentas. puesto que no existiría
ningún requerido de pago que no improvisara cualquier
tipo de prueba indiciaria para paralizar el requerimiento
de pago proviniente de la jura. con lo cual reconduciría
el procedimiento al incidental de los arts. 741 y ss. de
la L.E.C. y se llegaría al absurdo procesal de la derogación
práctica de los arts. 7, 8 y 12 de esa misma ley rituaria
y la declaración indirecta de su inconstitucionalidad. Sin
embargo, se declaró su constitucionalidad y el proce­
dimiento carece de período probatorio por expreso dise­
ño del legislador. Esta característica determina la impo­
sibilidad de debate. prueba y resolución de cuestiones
de fondo.
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8. Por escrito registrado en este Tribunal el 22 de
junio de 1995, la parte recurrente en amparo reitera,
en síntesis, lo manifestado en su demanda.

9. El Ministerio Fiscal, por escrito que tuvo entrada
en este Tribunal el 28 de junio de 1995, interesa se
desestime el recurso de amparo por la concurrencia de
la causa de inadmisión, ahora de desestimación, del arto
44.1, a), de la LOTC y en caso de no admitirse dicha
causa, desestimarlo por no vulnerar la resolución recurri­
da el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
consagrado en el arto 24 C.E.

La aplicación de la doctrina contenida en la STC 110/93
lleva a afirmar al Ministerio Fiscal que la resolución
impugnada no vulnera el derecho a la tutela judicial efec­
tiva porque el recurrente en este miniproceso de cog­
nición ha podido alegar y aportar las pruebas que ha
estimado pertinentes sin limitación alguna para justificar
el pago de lo debido que era su única alegación respecto
a la procedencia de la jura de cuentas. La Audiencia
da respuesta a su pretensión negando la realidad de
dicho pago y afirmando la realidad del débito por enten­
der que las pruebas aportadas no lo acreditaban. Esta
respuesta motivada y fundada no puede considerarse
irracional o arbitraria por lo que satisface el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva, derecho fun­
damental que no garantiza según doctrina constitucional
constante, el acierto de la resolución.

La actividad del órgano judicial no ha impedido las
alegaciones del actor ni la presentación, sin limitación
alguna, de pruebas respecto al pago de la minuta y si
bien la respuesta del Juzgado de instancia a la pretensión
de la parte ha sido negativa pero no expresa, en cambio
la respuesta de la Audiencia, resolviendo el recurso de
apelación ha sido expresa y concreta respecto de dicha
alegación por lo que no se puede afirmar la vulneración
constitucional que se denuncia en el recurso de amparo.

Por último, alega el Ministerio Fiscal que la Sentencia
del Tribunal Constitucional. en su fundamento jurídico
quinto, declara que lo resuelto por el órgano· judicial
en este procedimiento no tiene la consideración de cosa
juzgada material atendida su sumariedad por lo que el
actor puede acudir al procedimiento declarativo ordinario
pertinente a los efectos de discutir con toda amplitud
la totalidad de las cuestiones que se propongan sin cor­
tapisa alguna lo que significa, como para otros procesos
de cognición limitada ya se acepta, la necesidad de ago­
tar la vía judicial antes de acudir al proceso constitucional
concurriendo por lo tanto en este caso la causa de inad­
misión, en este momento procesal de desestimación,
del arto 44.1, a), de la LOTC.

10. Por providencia de 23 de enero de 1997, se
acordó fijar para la deliberación y votación de la presente
Sentencia, el día 27 del mismo mes.

11. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo fundamenta su preten­
sión, con apoyo en la doctrina de la STC 110/1993,
en que la Audiencia ha vulnerado las garantías proce­
sales que protege el arto 24 C.E. pues en el procedimiento
civil de jura de cuentas el Procurador ahora demandante
opuso, frente al requerimiento de pago acordado por
el Juzgado en atención a la reclamación del Letrado
actor fundada en el arto 12 L.E.C., que los honorarios
reclamados eran indebidos (por estar ya pagados
mediante la retribución mensual pactada en su día con
el Banco Central). La Audiencia desestimó esta causa
de oposición con fundamento en que, «si bien el Letrado
reclamante percibió la retribución mensual pactada, no
puede afirmarse lo mismo de la que le corresponde por
el concepto de costas procesales que puedan deven-

garse en el juicio tramitado» (fundamento jurídico ter­
cero, in fine).

2. Este Tribunal ha afirmado, desde su Senten­
cia 110/1993 reiterada posteriormente, entre otras, por
las 167/1994 y 79/1996, que el requerimiento de pago
al deudor (en este caso al Procurador) bajo apercibi­
miento de apremio que establece el arto 12 en relación
con el 8 de la L.E.C., ha de llevarse a cabo, por exigencias
de garantía del arto 24 C.E., de modo que no se impida
de una manera absoluta formular las alegaciones que
estime pertinentes en relación con las referidas exigen­
cias, pues si bien en el citado precepto no se desarrolla
una regulación del procedimiento, sí se establecen unos
presupuestos que, por- ser necesarios para su apertura,
han de ser verificados de oficio y, en su caso, de no
ser advertidos, pueden alegarse por el requerido que
tiene derecho constitucional consagrado en el arto 24.1
a que «en ningún caso» se le pueda producir indefensión.

Dichos presupuestos se refieren, según se desprende
del contenido del arto 12 en relación con el 8 de
la L.E.C., al Juez competente, a las partes, al objeto y
al título necesario para despachar la ejecución: Al Juez,
porque el precepto exige que la pretensión se formule
«ante el Juzgado o Tribunal en que radicare el negocio»;
a las partes, porque son en este caso el Abogado y
su Procurador moroso los legitimados activa y pasiva­
mente para promover el procedimiento según se esta­
blece en el mismo precepto; al objeto, porque éste deli­
mita la pretensión del Abogado, que no puede exten­
derse en ningún caso a honorarios por actuaciones no
devengados en el pleito para llevar a cabo los deberes
que su tramitación le impone; y, en fin, al título, porque
el arto 8 determina los requisitos que en él deben
concurrir.

De ahí la conclusión de dicha Sentencia acerca de
que el procedimiento previsto por el arto 8 de la L.E.C.
no vulnera las garantías establecidas en el arto 24 C.E.,
siempre que se aplique permitiendo que el órgano judi­
cial verifique los requisitos de la pretensión que se for­
mula "y al deudor hacer alegaciones al respecto, pero
teniendo sobre todo presente que lo resuelto no cierra
la vía del procedimiento declarativo ordinario «en el que
se pueden examinar con plenitud todas las cuestiones
que se propongan sin cortapisa alguna».

3. La interpretación, pues, del arto 8 (y también
del 12, que es el aplicable en este caso) no impide abso­
lutamente las alegaciones sobre las exigencias previstas
en estos preceptos y por tanto en relación con los pre­
supuestos de dicho concreto proceso, o sea el relativo
a las partes, la competencia del Juez, el objeto y el título
necesario para despachar la ejecución, que es, en el
caso del Procurador la «cuenta detallada y justificada»
de las cantidades reclamadas y en el caso del Letrado,
la «minuta detallada» de los «honorarios que hubieren
devengado en el pleito». En consecuencia, puede tam­
bién el deudor formular alegaciones acerca de si los
honorarios han sido devengados en el pleito así como
oponer su pago o prescripción e incluso su impugnación
por excesivos como expresamente señala el arto 12.

Sin embargo, la posibilidad de oponer el pago, la pres­
cripción o el hecho de que que no se hayan devengado
en el pleito los honorarios o parte de ellos, no puede
interpretarse en un sentido tan amplio como para admitir
que estas alegaciones se extiendan a la genérica impug­
nación de honorarios indebidos puesto que el debate
y la determinación de los mismos con la amplitud que
esa calificación supone, excedería del limitado ámbito
de los medios de defensa que, según la citada STC
110/1993, sin alterar el singular carácter del proceso
establecido en los arts. 8 y 12 L.E.C. permite calificar
su constitucionalidad porque en ellos se respetan «los
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niveles de garantía que en su dos apartados exige
el arto 24 de la Constitución que consagra el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva».

4. En ese caso, precisamente el Auto impugnado
desestima la pretensión del ProCurador de que los hono­
rarios reclamados por el Letrado fueron indebidos por
resultar pagados mediante la retribución mensual que
había pactado éste con el Banco a quien el Procurador
representaba, comprensiva de una genérica y continuada
prestación de servicios profesionales. Y basaba esta deci­
sión en que las pruebas aportadas no acreditaron el pago
de los honorarios reclamados en la jura de cuentas por
no poderse induir en la retribución mensual estipulada
y por tanto entenderse con ellos pagados. que era lo
que constituía el fundamento de la alegación de hono­
rarios indebidos.

Decisión fundada en las pruebas aportadas, que este
Tribunal no puede revisar y que, no resultando arbitraria
ni manifiestamente irrazonable puesto que interpreta y
aplica las normas procesales citadas, no infringeelart.
24, ya que el recurrente pudo aportar las pruebas que
estimó pertinentes y que el Tribunal .valoró en los tér"
minos de la discusión posible según la Sentencia
citada 110/1993.

Procede, en consecuencia. desestimar ,el recurso de
amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Dada ,en Madrid, a veintisiete de enero de mil nove­

cientos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Julio Diego Gon­
zález Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia, 13/1997, de 27
de enero de 1997. Recurso de amparo
1.487/1995. Promovido por el Sindicato
Federal de Ferroviarios de la Confederación
General del Trabajo contra Sentencia del Juz­
gado de lo Social núm. 1 de Lugo dictada
en autos sobre elecciones sindicales. Vulne­
ración del derecho de libertad sindical: inter­
pretación judiéial restrictiva del. art. 71.2, a),
E. T., lesiva del derecho (subsanabilidad de
defectos de candidaturas electorales).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos,don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados, ha pro'nunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.487/95 promovido
por el Sindicato Federal de Ferroviarios de la Confede­
ración General del Trabajo, representado por la Procu-

radora de los Tribunales doña Valentina López Valero
y asistido del Letrado don José Gabriel Antón Fernández,
contra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1
de Lugo, de 24 de marzo de 1995, dictada en autos
sobre elecciones sindicales. Han comparecido, además
del Ministerio Fiscal. la Red Nacional de los Ferrocarriles
Españoles (RENFE), representada por la Procuradora
doña María Teresa de las Alas Pumariño Larrañaga y
asistida del Letrado don Fernando Rodríguez Holgado
y la Federación Sindical Estatal del Transporte, las Comu­
nicaciones y el Mar de CC.OO. (FETCOMAR-CC.OO.),
representada por el Procurador don Angel Martín
Gutiérrez y asistida del Letrado don Juan Durán Fuentes.
Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando García-Mon
y González-Regueral. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

. 1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el día 22 de abril de 1995 ..,.-registrado en este
Tribunal el 25 siguiente- la Procuradora de los Tribu­
nales doña Valentina López Valero, en nombre y repre­
sentación del Sindicato Federal de Ferroviarios de la Con­
federación General del Trabajo, interpuso recurso de
amparo. contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 1 de Lugo de 24 de marzo de 1995.

2. La demanda presentada se basa en los siguientes
hechos:

a) Para las elecciones a órganos de representación
unitaria entre los trabajadores de RENFE de la provincia
de Lugo, la Mesa Electoral elabaró un calendario elec­
toral del que importa destacar los siguientes datos tem­
porales: Del 28 de enero de 1995 a las veinticuatro
horas del día 6 de febrero, plazo de presentación de
candidaturas; 7 y 8 de febrero. proclamación provisional
y publicación de candidaturas; 9 de febrero. reclama­
ciones contra las mismas; 10 de febrero. resolución de
las reclamaciones y proclamación definitiva de can­
didaturas.

El día 2 de febrero de 1995 el Sindicato ahora
recurrente presentó completa su candidatura integrada
por 13 miembros. El día 6 de febrero, fecha en que
finalizaba el plazo de presentación de candidaturas, dos
de los candidatos comparecieron ante la Mesa Electoral
para formalizar su renuncia a formar parte de la misma.

b) Al día siguiente CC.OO. presentó reclamación
ante la Mesa solicitando se declarase nula la candidatura
por hallarse incompleta. La reclamación fue desestimada
por el Presidente de la Mesa Electoral en resolución dé 8
de febrero de 1995, notificada al reclamante a partir
del día 9.

El día 13 inició el procedimiento arbitral impugnando
el Acuerdo de la Mesa y por laudo de 20 de febrero.
suscrito por dos árbitros. se declaró la nulidad de la
candidatura presentada por la CGT e indebidamente pro­
clamada por la Mesa Electoral. En la comparecencia pre­
via presidida por sólo uno de los árbitros, CC.OO. ratificó
su impugnación, la Mesa Electoral y la CGT presentaron
por escrito sus alegaciones y se incorporó la documental
aportada.

c) Contra la decisión arbitral el ahora recurrente for­
muló demanda ante la jurisdicción laboral, que fue deses­
timada por Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 1
de Lugo de 24 de marzo de 1995. La Sentencia, no
obstante destacar que la excepción de caducidad por
haberse impugnado extemporáneamente el Acuerdo de
la Mesa, y la impugnación de la designación de uno
de los árbitros, constituían hechos nuevos introducidos
por vez primera en el acto del juicio y, por tanto. pre­
tensiones rechazables de plano. razonó que el escrito


